SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 127
RADICACIÓN: 660013107001 2019-00086-01
ACCIONANTE: BLANCA OLIVA HOYOS LONDOÑO

CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE ACRECIMIENTO PENSIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE AGOTARSE LA VÍA ORDINARIA / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
De conformidad con las circunstancias fácticas planteadas por la apoderada de la señora Blanca Hoyos, se tiene que lo pretendido por esta acción es que se amparen los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital, debido proceso y vida digna, los cuales se estiman vulnerados por CASUR, y en consecuencia se disponga que esa entidad tiene el deber de reconocer ese acrecentamiento de la mesada pensional en un 25% con ocasión del fallecimiento de la señora Ana Lia García de Silva.

Para el Tribunal, tal como lo concluyó la funcionaria de primer nivel, es evidente que en el asunto sometido a estudio existe una controversia que no puede ser resuelta por el juez de tutela, ya que este mecanismo no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, a consecuencia de lo cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. (…)
No puede aceptarse como lo pretende la apoderada, que la acción de tutela es procedente por el hecho de que la accionante tiene 65 años de edad y que su única fuente de ingresos es la mesada pensional que recibe, toda vez que esa situación por si sola descarta la existencia de un perjuicio irremediable.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, ocho (08) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1017
                                                   Hora: 1:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la señora BLANCA OLIVA HOYOS LONDOÑO, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, con ocasión de la acción de tutela impetrada contra la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -en adelante CASUR-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la apoderada de la accionante, se puede concretar así: (i) el señor PEDRO MIGUEL SILVA PULIDO falleció en diciembre 12 de 2009, y en vida gozaba de una mesada pensional otorgada por la Policía Nacional; (ii) quienes fungen como beneficiaras de esa mesada son las señoras: ANA LIA GARCÍA DE SILVA en calidad de cónyuge supérstite, y la accionante en calidad de compañera permanente; (iii) las acreedoras de dicha pensión solicitaron el reconocimiento y pago de la sustitución pensional; (iv) la entidad accionada por intermedio de la Resolución 001982 de abril 19 de 2010, se abstuvo de conceder el reconocimiento y pago de la sustitución pensional; (v) por lo anterior, la señora BLANCA OLIVA impetró acción contenciosa administrativa de nulidad y restablecimiento de derechos, la cual correspondió al Juzgado Primero Administrativo de Descongestión mixto del Circuito de Pereira (Rda.); (vi) en decisión judicial de abril 30 de 2015 se declaró la nulidad parcial de la Resolución 001982 emitida por CASUR, y se condenó a la entidad accionada a otorgar el reconocimiento y pago de la mesada pensional en un 25% para la accionante y el otro 25% a la señora ANA LIA GARCÍA; (vii) la entidad demandada dio cumplimiento a la sentencia mediante Resolución 8726 del 19 de noviembre de 2015; (viii) en abril 21 de 2019 falleció la señora ANA LIA GARCÍA; (ix) la señora BLANCA HOYOS en diciembre 13 de 2018 y en febrero 18 de 2019, radicó dos derechos de petición ante CASAUR, en los cuales solicitó se le otorgara la acreencia total del 50% de la mesada pensional; (x) en mayo 03 de 2019 la entidad contestó que el fallo no contempló al acrecimiento entre la cónyuge supérstite y la compañera permanente por causa del fallecimiento de alguna de ellas; (xi) actualmente, la accionante tiene 65 años y su único sustento económico es la mesada que recibe por la sustitución pensional, la cual es de $557.616.oo, es decir, inferior al salario mínimo.

Con fundamento en lo anterior solicita el amparo de los derechos del debido proceso, seguridad social, mínimo vital y dignidad humana, y en consecuencia se ordene a CASUR que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda a realizar el pago del 25% restante a la accionante, con ocasión a la muerte de la señora ANA LIA GARCÍA SILVA.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El trámite correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, despacho que procedió a admitir la acción y corrió traslado a la accionada, entidad que guardó silencio.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal (octubre 02 de 2019) el despacho de primer nivel emitió fallo en el que declaró improcedente el amparo deprecado al considerar que no se cumplían los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela.
4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la accionante se mostró inconforme con lo resuelto y al efecto argumentó que se presenta una evidente violación a los derechos fundamentales de la accionante, toda vez que a las señoras BLANCA HOYOS y  ANA LIA GARCÍA les concedieron el 50% de la mesada pensional causada por el fallecimiento del señor PEDRO MIGUEL SILVA PULIDO, en cuantía de 25% para cada una de ellas, como quiera que el otro 50% le fue otorgado al señor JAIME SILVE GARCÍA en calidad de hijo inválido.  
Por parte de la señora BLANCA HOYOS ya se agotó la jurisdicción ordinaria, y allí le fue reconocida la pensión de sobreviviente, pero al fallecer la señora ANA LIA GARCÍA DE SILVA debe procederse al acrecentamiento de la pensión de sobreviviente a favor de su poderdante, como lo establece el artículo 8 del Decreto 1889/94.
El no otorgar ese aumento de la pensión de sobreviviente se violaría el debido proceso de la accionante, ya que es totalmente desproporcionado que su mandante tenga que acudir nuevamente a la jurisdicción contenciosa administrativa que se demora en resolver entre 4 y 5 años, para que se reitere que es beneficiaria de la prestación; por tanto, la acción de tutela sí es el medio judicial idóneo y eficaz para obtener la protección de los derechos fundamentales conculcados.
Por lo anterior solicita se revoque el fallo de tutela impugnado y en consecuencia se ordene a CASUR el reconocimiento y pago del acrecentamiento de la pensión de sobrevivientes a favor de su representada.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción interpuesta por la apoderada judicial de la señora BLANCA OLIVA HOYOS ZULUAGA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las circunstancias fácticas planteadas por la apoderada de la señora BLANCA HOYOS, se tiene que lo pretendido por esta acción es que se amparen los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital, debido proceso y vida digna, los cuales se estiman vulnerados por CASUR, y en consecuencia se disponga que esa entidad tiene el deber de reconocer ese acrecentamiento de la mesada pensional en un 25% con ocasión del fallecimiento de la señora ANA LIA GARCÍA DE SILVA.
Para el Tribunal, tal como lo concluyó la funcionaria de primer nivel, es evidente que en el asunto sometido a estudio existe una controversia que no puede ser resuelta por el juez de tutela, ya que este mecanismo no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, a consecuencia de lo cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente
. 

De acuerdo con la información que reposa en el encuadernamiento, se sabe que a la señora BLANCA HOYOS le fue reconocida de manera vitalicia un 25% de la pensión sustitutiva en calidad de compañera permanente del fallecido señor PEDRO MIGUEL SILVA PULIDO, y que con ocasión de la muerte de la señora ANA LIA GARCÍA DE SILVA, quien gozaba del otro 25% de la pensión como cónyuge, solicitó a CASUR se acrecentara su porcentaje, a lo cual no accedió la entidad con el argumento que el fallo que había reconocido la prestación económica no contemplaba la posibilidad de ese acrecentamiento.
Al considerar que la actuación de CASUR no fue ajustada a derecho se recurrió a la acción de tutela, sin embargo, no se puede aceptar el argumento de la apoderada judicial de la accionante quien señala que como ya hay un pronunciamiento de la jurisdicción ordinaria, el único medio de defensa judicial eficaz e idóneo es la acción de tutela. Basta sostener que precisamente en esa oportunidad el juzgado que dirimió la controversia se pronunció en cuanto a las solicitudes de reconocimiento pensional que habían elevado las dos beneficiarias, es decir, las señoras BLANCA OLIVA HOYOS LONDOÑO y ANA LIA GARCÍA DE SILVA, por tanto, nada se dijo con respecto al hecho nuevo que surgió con el fallecimiento de la última citada, y precisamente por tratarse de una pretensión diferente hay lugar a que se acuda nuevamente ante la jurisdicción competente para que se adopte una determinación a ese respecto, como quiera que, desde luego, ese acrecentamiento que se espera no puede operar automáticamente.
No se pueden obviar en este caso los trámites ordinarios para obtener las prerrogativas pensionales que a todas luces deben ser debatidas ante el juez natural, trámite en el que ambas partes -la señora BLANCA HOYOS y CASUR- tendrán la oportunidad de presentar las pruebas pertinentes, y ejercer plenamente el derecho de defensa y contradicción, incluso con la eventual citación de terceros potencialmente interesados en el asunto, para que luego de ello se determine a quién le asiste razón desde el punto de vista jurídico.

No puede aceptarse como lo pretende la apoderada, que la acción de tutela es procedente por el hecho de que la accionante tiene 65 años de edad y que su única fuente de ingresos es la mesada pensional que recibe, toda vez que esa situación por si sola descarta la existencia de un perjuicio irremediable. Lo dicho, cuando incluso no se demostró ni siquiera sumariamente la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente sobre ello ha referido la Corte Constitucional:

"[…] es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial"
 
En esos términos se considera por esta Corporación que la providencia adoptada por la titular del juzgado de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, y por tanto se le dará cabal confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), objeto de impugnación.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia, se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Al respecto sentencia T-629/08. 


� Sentencia T-061 de 2017. 
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